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Una sentencia del Segundo 
Tribunal Ambiental abre el paso 
para el desarrollo de un proyecto 
delitio de la Minera Salar Blanco, 
filial de la estatal Codelco, en el 
norte del salar de Maricunga. 

En la sentencia, publicada en 
la madrugada de hoy jueves, el 
tribunal ambiental con sede en 
Santiago decidió rechazar las re- 
clamaciones interpuestas por las 
comunidades indígenas y veci- 
nos de la comuna de Copiapó en 
contra del Proyecto Blanco. “El 
Tribunal concluye que la evalua- 
ción ambiental del Proyecto 
Blanco abordó adecuadamente 
los efectos adversos significati- 
vos (...). Asimismo, se constató 
que los cuestionamientos técni- 
cos —especialmente en relación 
con el componente hídrico y la 
interfaz salina— fueron tratados 
mediante información robusta, 
mecanismos de seguimiento 
apropiados y compromisos vo- 
luntarios verificables. En conse- 
cuencia, no se acreditaron ilega- 
lidades ni deficiencias técnicas 
enel proceso de evaluación”, di- 
ce el documento. 

Las reclamaciones contra el 
proyecto fueron presentadas al 
Segundo Tribunal Ambiental 
luego de que la dirección ejecuti- 
va del Servicio de Evaluación 
Ambiental (SEA), en febrero de 
2022, y el Comité de Ministros, 
enenero de 2023, rechazaran los 
recursos administrativos inter- 
puestos en contra de la Resolu- 
ción de Calificación Ambiental 

(RCA) favorable de la iniciativa. 

El rol de Codelco 

  

Codelco adquirió en 2024 la 
compañía Lithium Power Inter- 
national, dueña de la Minera Sa- 
lar Blanco S.A. Según la página 
web de la empresa estatal, Co- 
delco controla Minera Salar 
Blanco a través de Lithium Po- 
wer International y Lithium Po- 
wer Inversiones Chile, que a su 
vez son propiedad de la socie- 
dad Salar de Maricunga SpA. El 
100% de esta filial le pertenece a 
Salares de Chile SpA, una de las 
dos sociedades creadas por Co- 
delco en 2023 para articular el 
rol de la Corporación en la Estra- 
tegia Nacional del Litio. 

En el salar de Maricunga: 

Se despeja camino para la explotación 
de litio de filial de Codelco 

El Segundo Tribunal Ambiental rechazó las reclamaciones que pretendían revocar la 
RCA de la Minera Salar Blanco para explotar carbonato de litio. 

Elproyecto 
potasio. 

En mayo de 2023, la estatal 
había indicado que la sociedad 
por acciones Salares de Chile se- 
rála matriz que consolidará enel 
futuro las actividades relaciona 
das con el litio que Codelco des- 
pliegue en distintos salares, in- 
cluyendo el de Maricunga. 

El Proyecto Blanco tiene por 
objeto la producción de carbona- 
to de litio y cloruro de potasio. 

Se ubicará en la cordillera de los 
Andes, enel sector septentrional 
de la cuenca del salar de Mari- 
cunga, a una altitud aproximada 
de 3.760 m.s.n.m,, y contempla 
obras y acciones en las regiones 
de Atacama y Antofagasta. 

En el mismo salar, Codelco al- 
canzó un acuerdo para explotar 
litio en conjunto con la minera 
anglo-australiana Rio Tinto. 

delafilial de Codelco, Minera Salar Blanco, se emplazará en el sector norte del salar de Maricunga y busca producir carbonato de litio y cloruro de 

Las bases 
de la negativa 

El fallo del Segundo Tribu- 
nal Ambiental estableció que 
las comunidades indígenas y 
los vecinos de la comuna de 
Copiapó carecían de legitima- 
ción activa para impugnar la 
RCA quese le otorgóal proyec- 
to, al no haber acreditado un 

interés real, concreto y directo 
que permitiera sostener una 
afectación personal por parte 
de la iniciativa. 

Sobre el contenido de las re- 
clamaciones, el tribunal recha- 
26 las alegaciones de las comu- 
nidades respecto al impacto en 
el sistema hidrogeológico del 
salar de Maricunga. Según la 
sentencia, el proyecto sustentó 

Normativas locales tensionan la meta de 260 mil viviendas nuevas en este Gobierno: 

Precio del suelo se suma a las trabas 
construcción de viviendas con subsidio 
Frente al encarecimiento de terrenos y obstáculos de disposiciones que dificultan 
huevos proyectos, expertos plantean dejar los desarrollos masivos y apostar por una 
“acupuntura urbana” que densifique y con foco en la localización. 

PABLO CORREA L. 

Elaumento en el valor del sue- 
lo en los últimos años es uno de 
los factores que han encarecido 
el acceso a la vivienda en Chile, 
Esto se observa tanto en el mer- 
cado privado como en el que re- 
quiere de subsidios para conse- 
guir una casa o departamento. 
Én el caso de los proyectos con 
ayuda estatal, otro problema que 
se añade es la compra por parte 
del fisco de paños muy grandes, 
que implica mayores costos y es- 
fuerzos para el Estado. 

Así lo señalan diversos exper- 
tos y se constata también al revi- 
sar algunas cifras de adquisición 
de tierras realizadas por el Mi- 
nisterio de Vivienda y Urbanis- 
mo (Minvu). 

Plan habitacional 

A tres años de su lanzamiento, 
el Plan de Emergencia Habitacio- 
nal (PEH) impulsado por el Mi- 
nisterio de Vivienda y Urbanis- 
mo (Minvu) registra un 78,66% 
de avance a nivel nacional, con 
más de 204 mil viviendas termi- 
nadas o entregadas entre marzo 
de 2022 y junio de 2025. Si bien 
el Gobierno proyecta cumplir 
con la meta de 260 mil solucio- 
nes habitacionales, el menor 
avance en algunas regiones rele- 
vantes como Antofagasta 
(34,98%), Tarapacá (53,52%) y la 
Región Metropolitana (63,51%) 
revela cuán complejo se ha vuel- 
to ejecutar proyectos en zonas de 
alta demanda. 

El problema no es solo de 
construcción, sino también de 
suelo. Según cifras del Minvu, en 
2022 se adquirieron 212,5 hectá- 
reas para iniciativas habitaciona- 
les, a un precio promedio de 3,90 
UF por metro cuadrado (mt). En 
2023, la superficie adquirida ba- 
jó a 66,2 hectáreas (-68,8%) a un 
valor medio de 3,4 UF por m”. En 
2024, el Minvu solo compró 

17,57 hectáreas, en Aysén, Maga- 
llanes y Valparaíso, regiones con 
valores más bajos. 

En Antofagasta, la región me- 
nos avanzada en el PEH, se com- 
praron 2,48 hectáreas en 2022 a 
9,45 UF por mv, mientras que en 
2023 se adquirieron 0,13 hectá- 
reas a 7,2 UE/m*. En 2024 no se 
ha registrado ninguna compra 
en esa zona del norte. 

Enla Región Metropolitana, el 
fisco adquirió 91,77 hectáreas en 
2022a5,23 UF por m* y solo 9,65 
hectáreas en 2023, pero a un pre- 
cio 60,4% más alto (8,39 UF por 
mv). Elaño pasado no se registra- 
ron compras. 

Desde el Minvu explican que 
“las diferencias de precio prome- 
dio pagado entre los años 2022 y 
2024 responden a las diferencias 
de precios en las ciudades donde 
se concentraron las adquisicio- 
nes. En 2022, la gestión de suelos 
se concentró en áreas metropoli- 
tanas, en tanto que en 2023 y, 
pecialmente, en 2024, las adqui- 
siciones se concentraron en ciu- 
dades intermedias”. 

El director ejecutivo de la Aso- 
ciación de Desarrollo de Vivien- 
das Sociales (ADVS), Carlos M: 
rambio, advierte que el encareci- 
miento del suelo urbano no es el 
único factor que afecta la ejecu- 
ción de proyectos habitaciona- 
les. Asegura que el alza en el pre- 

      

66 1: sstado no construye 
viviendas y, por lo tanto, su 

capacidad de respuesta depende 

de que existan condiciones 

  

Lo que pagó el fisco por m? para viviendas 
Ón en 2022 y 2023 

Superficie 
2022 (ha) 

2,48 

sociales en cada regi 

Antofagasta 
Atacama 
Coquimbo 
Valparaíso 

R. Metropolitana 
' Higgins 

Los Ríos 
Los Lagos 

Aysén 
  

Fuente Misterio de Vivienda y Urbanismo. 

cio de los terrenos, particular- 
mente en el norte del país, se 
combina con mayores costos de 
construcción y restricciones nor 
mativas que dificultan la densi 
cación. 

Además, Marambio indica 
que “suelos bien localizados tie- 
nen un costo mayor, que obliga a 
densificar para poder pagarlos, y 
vemos que lasnormativascomu- 
nales van en sentido contrario 
(...) Esto hace que encontrar sue- 
los sea una operación cada vez 
más compleja”. 

Otro obstáculo, apunta, es que 

    

proyectos y que 

66 (Los subsidios) deben ser 
adecuados a los costos de los 

actualizados para no incentivar 

  

incluso dentro del límite urbano 
existen terrenos que no cuentan 
con factibilidad sanitaria, lo que 
impide su uso inmediato. En este 
contexto, subraya que los subsi- 
dios “deben ser adecuados a los 
costos de los proyectos y que es- 
tén actualizados para no incenti- 
var que los proyectos solo sean 
viables en suelos baratos”. 

Fabián García, country mana- 
ger de la consultora Tinsa, indica 
que la discusión sobre déficit ha- 

cional no debe centrarse úni 
camente en alcanzar metas nu- 
méricas. Para él, la clave está en 

  

    

estén 

  

el tipo de urbe que se construye. 
“Tener ciudades que sean cami- 
nables, tener equipamiento sufi- 
ciente (...) farmacias, supermer- 
cados, hospitales, colegios”, pre- 
cisa. 

García advierte que errores del 
pasado, como lo ocurrido en Ba- 
jos de Mena (Puente Alto), refle- 
jan los problemas de un enfoque 
centrado en cantidad. “Se habitó 
un territorio pequeño en Puente 
Alto con la misma población que 
había en Rancagua, sin ninguna 
farmacia, sin ningún colegio, sin 
nada”, grafica. 

El director comercial de AGS 
Visión Inmobiliaria, Rodrigo 
Aravena, apunta a errores estra- 
tégicos del Estado en la compra 
de suelos. Plantea que el Serviu 
eleva indirectamente los valores 
al adquirir grandes paños de te- 
rreno, lo que termina influyendo 
en las expectativas del mercado. 

Cita los casos de Ciudad del 
Niño (San Miguel) y Pedro Fon- 
tova (Huechuraba), donde se 
planificaron proyectos de 800 a 
1000 viviendas, lo queen su opi- 
nión compromete la calidad ur- 
bana. Como alternativa, Rodrigo 
Aravena propone “un trabajo 
mucho más de “acupuntura ur- 
bana”, enfocado en proyectos de 
entre 150 y 300 viviendas, mejor 
integrados con el entorno. 

Ignacio Aravena, investigador 
de Fundación Piensa y fellow en 
economía urbana de London 
School of Economics, enfatiza 
que la capacidad del Estado para 
avanzar en el PEH depende del 
sector privado. “El Estado no 

  

66 pic: a as familias en 
departamentos que no tienen 

Posibilidad de crecer (...) favorece 

la segregación, el hacinamiento, 

  

adecuadas para que el sector que los proyectos solo sean la violencia intrafamiliar y los 

privado participe”. viables en suelos baratos”. delitos”, 

TONACIO ARAVENA CARLOS MARAMBIO IVÁN PODUJE 
INVESTIGADOR DE FUNDACIÓN PIENSA DIRECTOR EJECUTIVO DE LA ASOCIACIÓN DE DESARROLLO. ARQUITECTO Y URBANISTA. 

DEVIVIENDAS SOCIALES 

   

  

    

sus evaluaciones en un modelo 
conceptual y numérico “técni- 
camente fundado”, construido 
con criterios conservadores, 
respaldado por “evidencia em- 
pírica representativa”, cum- 
pliendo con los estándares téc- 
nicos exigibles en materia de 
evaluación ambiental. 

Porotro lado, el tribunal des- 
cartó las reclamaciones de la 
Comunidad Indígena Colla de 
Pai Ote, que sostenía que el 
SEA no habría realizado las 
reuniones previas exigidas ni 
la habría incluido en el proceso 
de consulta indígena. 

Según el Segundo Tribunal 
Ambiental, no era obligatorio 
efectuar reuniones previas, da- 
doque nose trata de un proyecto 
que inicialmente no haya identi- 

  

CONTROL 
Codelco adquirió 

en 2024 la compañía Lithium 
Power International, dueña 

de la Minera Salar Blanco S.A. 
  

ficado impactos significativos 
sobre pueblos indígenas. Ade- 
más, indicó que no existen ante- 
cedentes que permitan sostener 
“razonablemente” una afecta- 
ción directa a la Comunidad Co- 
lla de Pai Ote. 

“Conforme a dicha informa- 
ción, fue posible determinar que 
las partes, obras y acciones del 
Proyecto Blanco no se emplazan 
niinciden directamente sobre si- 
tios de significancia cultural, ru- 
tas de trashumancia ni áreas de 
ocupación o uso habitual por 
parte de la mencionada comuni- 
dad”, consigna el fallo. 

El Proyecto Blanco ingresó 
originalmente el Estudio de 
Impacto Ambiental (EIA) al 
Sistema de Evaluación de Im- 
pacto Ambiental (SELA) en 
septiembre de 2018, 

  

ara la 

construye viviendas y, por lo 
tanto, su capacidad de respuesta 
depende de que existan condi- 
ciones adecuadas para que el sec- 
tor privado participe”, dice, En- 
tre los obstáculos más relevan- 
tes, destacan las restricciones al 
crédito hipotecario y el alza en 
los costos de construcción. 

Crítica a política de 
desarrollo 

Sobre la caída progresiva en la 
adquisición de suelos por parte 
del Minvu, Ignacio Aravena 
cuestiona la baja de compra de 
terrenos por parte del fisco. “En 
tres años se pasó de adquirir 
212,5 hectáreas a solo17,5. Es de- 
cir, menos de un 10% respecto 
del inicio”. También señala que 
“en general, el desafío en la g: 
tión del suelo está en el precio 
pagado y no en influir el merca- 
do (...) Sí hay un riesgo de que 
gestione mal y pague más que 
Otras empresas”. 

El arquitecto y urbanista Iván 
Poduje crítica la estrategia del 
Gobierno en la compra de terre- 
nos: “Me parece una estrategia 
muy mala, muy lenta, muy cara”. 
Paradl, los límites autoimpuestos 
porel Estado, junto.con los trámi- 
tes normativos, dificultan el 
avance. “Las normas que se re- 
quieren para construir estas vi- 
viendas hay que cambiarlas con 
un trámite burocrático queel pro- 
pio Estado hace lento”, afirma. 

Sobre el modelo de edificación 
enaltura para vivienda social, Po- 
duje plantea que “eso implica ha- 
cinamiento, y en algunos casos 
segregación (...) bloques de cua- 
tro pisos, que, al no tener ascen- 
sor, dejan a los adultos mayores 
postrados”. Considera que seguir 
construyendo edificios de este ti- 
po perpetúa problemas urbanos: 
“Meter a las familias en departa- 
mentos que no tienen posibilidad 
de crecer (...) favorece la segrega- 
ción, el hacinamiento, la violencia 
intrafamiliar y los delitos (...) lo 
que hay que hacer (...) es demoler 
edificios en muy mal estado, con 
mucho hacinamiento y control 
delictual, y construir viviendas 
de mejor estado”. 
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